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7.3 Será obligatorio el franqueo de los envíos, como
certificados y urgentes, que las Delegaciones Provincia-
les de la Oficina del Censo Electoral dirijan a los electores
inscritos en el Censo de Residentes Ausentes en el
extranjero.

En el supuesto de que las Delegaciones Provinciales
de la Oficina del Censo Electoral se acojan a la modalidad
de «franqueo pagado», deberá consignarse en la cubierta
la indicación «Port-Payé». En este supuesto, los servicios
que realicen la admisión de los envíos tomarán nota
del número, peso y características de los mismos, así
como del importe de las correspondientes tarifas.

Asimismo, es obligatorio el franqueo de los envíos
conteniendo votos por correo, que los electores residen-
tes en el extranjero dirijan a las respectivas mesas elec-
torales o a las Juntas Electorales Provinciales, con excep-
ción de los electores que residan en Argentina, Bélgica,
Brasil, Chile, Francia, Méjico, Suiza, Uruguay y Venezuela,
los cuales podrán depositar el sobre conteniendo el voto
por correo en las Oficinas de Correos del país de resi-
dencia de forma gratuita, sin necesidad de franqueo.

El reintegro de los gastos ocasionados a los electores
residentes en el extranjero que deban satisfacer el impor-
te del franqueo del envío conteniendo el voto por correo,
se realizará de acuerdo con el procedimiento establecido
en el artículo 11 del Real Decreto 605/1999, de 16
de abril, de regulación complementaria de los procesos
electorales.

8. Entrega de cualquier otro envío de correspon-
dencia distinto del que contenga el voto.—Las Oficinas
de Correos conservarán, hasta el día 16 de noviembre
de 2003, cualesquiera otros envíos de correspondencia
dirigidos a las mesas electorales, entregándolos a las
nueve horas de dicho día a las mesas respectivas con
las formalidades correspondientes, según su clase. Igual-
mente, se seguirá entregando la que pueda recibirse
hasta las veinte horas de dicho día.

9. Registro de documentación.

9.1 La Sociedad Estatal Correos y Telégrafos llevará
los correspondientes registros de toda la documentación
que genere su colaboración en los procesos electorales,
que estarán a disposición de las Juntas Electorales.

9.2 Los Servicios de Correos anotarán en estos
registros los sobres conteniendo papeletas de votos reci-
bidas por correo, consignándose los siguientes datos:
número de certificado, fecha de imposición, remitente,
mesa electoral de destino y, en observaciones, «voto
por correo». Cualquier otro documento dirigido a las
mesas electorales, así como los sobres conteniendo el
voto por correo recibidos con carácter ordinario, se ano-
tarán en este registro, haciendo constar, además, la fecha
en que fue devuelto al elector.

10. Recogida del impreso para el reintegro del fran-
queo.—Los Servicios de Correos recogerán de la Secre-
taría de las Juntas Electorales Provinciales, una vez efec-
tuado el escrutinio general, los impresos destinados a
posibilitar el reintegro al elector de los gastos de fran-
queo satisfechos por la remisión de su voto por correo.

11. Voto por correo del personal embarcado.

11.1 Para el voto por correo del personal embar-
cado será de aplicación lo dispuesto en el artículo 9
del Real Decreto 605/1999, de 16 de abril, de regu-
lación complementaria de los procesos electorales.

11.2 El personal embarcado, al que se refiere la
citada disposición, podrá solicitar de la correspondiente
Delegación Provincial de la Oficina del Censo Electoral
un certificado de inscripción en el censo, cursando dicha
solicitud por radiotelegrafía.

11.3 Los envíos que depositen las Delegaciones
Provinciales de la Oficina del Censo Electoral, contenien-
do la certificación de inscripción y las papeletas y los
sobres electorales, se cursarán con carácter gratuito,
puesto que habrán de ir dirigidos a un puerto del territorio
nacional.

11.4 Los envíos que, conteniendo la documenta-
ción citada en el punto anterior, dirijan los electores,
desde cualquiera de los puertos en el que el buque atra-
que, a la mesa electoral que corresponda, serán cursados
con carácter gratuito por correo certificado y urgente
antes del día 13 de noviembre de 2003.

12. Carácter gratuito de los envíos con documen-
tación electoral.—Los sobres conteniendo documenta-
ción electoral que remitan las Juntas Electorales tendrán
carácter gratuito y circularán obligatoriamente por correo
certificado y urgente.

Asimismo, también tendrán carácter gratuito los
sobres conteniendo documentación electoral que remita
la Oficina del Censo Electoral o sus Delegaciones Pro-
vinciales, con excepción de los envíos a que se refiere
el punto 7.3 de esta Orden.

Disposición final primera. Instrucciones operativas.

Por la Sociedad Estatal Correos y Telégrafos se adop-
tarán las medidas necesarias para hacer efectiva la cola-
boración de Correos en el desarrollo de los procesos
electorales en los términos previstos en la presente
Orden.

Disposición final segunda. Entrada en vigor.

Esta Orden entrará en vigor el mismo día de su publi-
cación en el «Boletín Oficial del Estado».

Madrid, 30 de septiembre de 2003.

ÁLVAREZ-CASCOS FERNÁNDEZ

MINISTERIO DE TRABAJO
Y ASUNTOS SOCIALES

18428 REAL DECRETO 1169/2003, de 12 de sep-
tiembre, por el que se modifica el anexo I
del Real Decreto 1971/1999, de 23 de
diciembre, de procedimiento para el recono-
cimiento, declaración y calificación del grado
de minusvalía.

El texto refundido de la Ley General de la Seguridad
Social, aprobado por el Real Decreto Legislativo 1/1994,
de 20 de junio, en sus artículos 144.c), 180, 182 y 185,
respectivamente, establece, entre otros, el requisito de
que la persona esté afectada de un determinado grado
de minusvalía para ser beneficiario de la pensión de inva-
lidez en su modalidad no contributiva y protección fami-
liar por hijo a cargo minusválido.

La determinación de dicho grado de minusvalía, así
como la necesidad de concurso de otra persona, según
lo establecido en el artículo 10 del Real Decreto
356/1991, de 15 de marzo, por el que se desarrolla
en materia de prestaciones por hijo a cargo la Ley
26/1990, de 20 de diciembre, por la que se establecen
en la Seguridad Social prestaciones no contributivas, y
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el artículo 21 del Real Decreto 357/1991, de 15 de
marzo, por el que se desarrolla, en materia de pensiones
no contributivas, la Ley 26/1990, de 20 de diciembre,
se efectuará previo dictamen de los equipos de
valoración y orientación dependientes del Instituto de
Migraciones y Servicios Sociales o de los órganos corres-
pondientes de las comunidades autónomas a quienes
hubieran sido transferidas sus funciones.

En desarrollo de la normativa anteriormente señalada,
se dictó el Real Decreto 1971/1999, de 23 de diciem-
bre, de procedimiento para el reconocimiento, declara-
ción y calificación del grado de minusvalía.

Dicho real decreto tiene por objeto la regulación del
reconocimiento del grado de minusvalía, el estableci-
miento de los baremos aplicables y la determinación
de los órganos competentes para realizar dicho reco-
nocimiento y el procedimiento a seguir, y se aprueban,
en su artículo 2, los baremos que figuran como ane-
xos I, II y III.

Una vez analizado el estado de situación de la apli-
cación de los nuevos baremos de reconocimiento y cali-
ficación del grado de minusvalía a las personas afectadas
por VIH, se ha puesto de manifiesto la conveniencia de
modificar el aludido baremo, al objeto de adecuarlo a
las variaciones en el pronóstico de la enfermedad.

Este real decreto ha sido informado por la Comisión
estatal de coordinación y seguimiento de la valoración
del grado de minusvalía.

En su virtud, a propuesta del Ministro de Trabajo y
Asuntos Sociales y previa deliberación del Consejo de
Ministros en su reunión del día 12 de septiembre
de 2003,

D I S P O N G O :

Artículo único. Modificación del anexo I del Real Decre-
to 1971/1999, de 23 de diciembre, de procedimien-
to para el reconocimiento, declaración y calificación
del grado de minusvalía.

Se modifican los apartados «Normas para la valora-
ción de la discapacidad en casos de infección por VIH»
y «Criterios de valoración en infección por VIH» del capí-
tulo 6.10 del anexo I del Real Decreto 1971/1999, de 23
de diciembre, de procedimiento para el reconocimiento,
declaración y calificación del grado de minusvalía, con
la redacción que figura en el anexo de este real decreto.

Disposición final única. Entrada en vigor.

El presente real decreto entrará en vigor el día siguien-
te al de su publicación en el «Boletín Oficial del Estado».

Dado en Madrid, a 12 de septiembre de 2003.
JUAN CARLOS R.

El Ministro de Trabajo y Asuntos Sociales,

EDUARDO ZAPLANA HERNÁNDEZ-SORO

ANEXO

«10. INFECCIÓN POR VIH
Normas para la valoración de la discapacidad

en casos de infección por VIH
La clasificación de la situación clínica en la infec-

ción por VIH se realizará de acuerdo con los criterios
de los CDC definidos en 1993 (ver anexo).

La actual clasificación de la infección por VIH
está basada en circunstancias clínicas muy hete-
rogéneas y en marcadores inmunológicos indirec-
tos, entre otros, el recuento de linfocitos CD4 posi-
tivos.

Es frecuente que en una misma categoría clínica
e inmunológica estén incluidos enfermos con grado
de discapacidad muy diferentes; por ejemplo, la
categoría C3 de adultos infectados se refiere tanto
a enfermos que han sufrido enfermedades defini-
torias de SIDA curables (tuberculosis pulmonar,
candidiasis esofágicas) como a enfermos con
ceguera por retinitis debida a citomegalovirus o
enfermos hemipléjicos por una encefalitis por toxo-
plasma.

Por ello, y al igual que en otras patologías, la
valoración de la infección por SIDA no ha de res-
tringirse a este capítulo específico en el que se
describe la inmunodeficiencia. Todas las afecciones
discapacitantes que concurran en una persona
con infección por VIH deben ser valoradas en su
capítulo correspondiente y combinadas con la valo-
ración de infección por VIH. Así, la lipodistrofia
secundaria al tratamiento deberá seguir las pautas
valorativas que se describen en el capítulo de “Sis-
tema musculoesquelético”, las posible secuelas
neurológicas, por el capítulo de “Sistema nervioso
central”; la coexistencia de trastornos mentales aso-
ciados, por el capítulo “Enfermedad mental”; las
secuelas del abuso de sustancias psicoactivas han
de ser valoradas en su capítulo correspondiente
y combinadas entre sí.

Dadas las especiales características que con-
curren en las personas con infección VIH, se con-
sidera fundamental que la valoración sea multidis-
ciplinar y realizada en todos los casos por los tres
técnicos del equipo de valoración: médico, psicó-
logo y trabajador social.

Aunque la situación clínica de estos pacientes
ha variado con los nuevos tratamientos, aquellos
adultos cuyas cifras de CD4 sean menores de 200
en el último año y aquellos niños en clase C3 (cla-
sificación de 1994) tendrán un porcentaje mínimo
de discapacidad del 33%. Asimismo y dada la com-
plejidad terapéutica que adquiere la situación de
coinfección de VIH y virus C de Hepatitis, estos
casos también han de valorarse con un mínimo
de 33%.

Al no poderse precisar a priori la evolución de
cada caso, será el equipo valorador quien determine
la fecha de revisión.

Criterios de valoración en infección por VIH
Clase 1: 0%
El paciente está diagnosticado de infección

por VIH
y
El grado de discapacidad es nulo
y
Precisa o no tratamiento.
Clase 2: 1 a 24%
El paciente está diagnosticado de infección

por VIH
y
El grado de discapacidad es leve
y
Precisa tratamiento continuado
y
Presenta menos de tres episodios anuales de

enfermedades relacionadas con su inmunodeficien-
cia, que precisan atención médica hospitalaria (*)
durante al menos 24 horas cada uno o durante
menos de 30 días al año.

Clase 3: 25 a 49%
El paciente está diagnosticado de infección

por VIH
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y
El grado de discapacidad es moderado
y
Precisa tratamiento continuado
y
Presenta de tres a seis episodios anuales de

enfermedades relacionadas con su inmunodeficien-
cia, que precisan atención médica hospitalaria (*)
durante al menos 24 horas cada uno o durante
más de 30 días al año.

Clase 4: de 50 a 70%

El paciente está diagnosticado de infección
por VIH

y
Precisa tratamiento continuado
y
Se da una de las siguientes circunstancias:

El grado de discapacidad es moderado y pre-
senta más de seis episodios anuales de enferme-
dades relacionadas con su inmunodeficiencia que
precisan atención médica hospitalaria (*) durante
al menos 24 horas o durante más de 60 días al
año

o
El grado de discapacidad es grave.

Clase 5: 75%

El paciente está diagnosticado de infección
por VIH

y
Precisa tratamiento continuado
y
El grado de discapacidad es muy grave.»

(*) Debe entenderse como atención médica hospitalaria cualquier
atención realizada en servicios relacionados con el hospital de refe-
rencia, incluyéndose en ellos el hospital de día, hospitalización domi-
ciliaria, servicios de urgencia, unidades de estancia corta, etc.

18429 REAL DECRETO 1203/2003, de 19 de sep-
tiembre, por el que se modifica el Real Decreto
996/1986, de 25 de abril, por el que se regula
la suscripción de convenio especial de los emi-
grantes e hijos de emigrantes.

Mediante el Real Decreto 996/1986, de 25 de abril,
por el que se regula la suscripción de convenio especial
de los emigrantes e hijos de emigrantes, se posibilita
que los integrantes del expresado colectivo puedan que-
dar incluidos en el campo de aplicación del Régimen
General de la Seguridad Social, en tanto presten su acti-
vidad laboral en el extranjero, con independencia de que
con anterioridad hayan estado o no afiliados a la Segu-
ridad Social española.

La posibilidad de suscripción del convenio especial
viene condicionada, sin embargo, a que la actividad labo-
ral del emigrante o de sus hijos se desarrolle en países
que no tengan suscrito con España un acuerdo o con-
venio de Seguridad Social, o que, teniéndolo, no cubra
todas o algunas de las prestaciones de jubilación, inva-
lidez y muerte y supervivencia; en el caso contrario, la
opción de poder suscribir dicha modalidad de convenio
especial viene circunscrita al momento del retorno del
interesado a territorio español, y en tanto éste no se
halle incluido obligatoriamente en algún régimen público
de protección social en España.

Con el transcurso del tiempo se ha venido a evidenciar
que dicha limitación puede generar efectos restrictivos
en la adecuada protección social de determinados emi-
grantes, entre otras razones porque, conforme diversas
experiencias han venido demostrando últimamente, la
existencia de un sistema extranjero que dé adecuada
cobertura a la rama de pensiones, en el que el interesado
deba quedar obligatoriamente encuadrado, y la con-
currencia de un acuerdo o convenio bilateral de Segu-
ridad Social suscrito por el respectivo país con España,
no supone garantizar la obtención de la protección nece-
saria.

De acuerdo con todo ello, por medio de este real
decreto se pretende eliminar el requisito que en la actua-
lidad se prevé en el artículo 1 del Real Decreto
996/1986, de 25 de abril, en cuanto a que para suscribir
el convenio especial que en él se regula sea preciso
que el trabajo del emigrante español, o de los hijos de
éste que posean nacionalidad española, se desarrolle
en país que no tenga suscrito con España acuerdo o
convenio de Seguridad Social o que, a través de éste,
se deje sin cobertura alguna de las prestaciones de
jubilación, incapacidad permanente y muerte y super-
vivencia. Dicha medida cabe incardinarla dentro de las
acciones que en materia específica de protección de
los trabajadores españoles en el extranjero se prevén
en el artículo 42 de la Constitución, así como en el ar-
tículo 7.4 y en la disposición adicional primera del texto
refundido de la Ley General de la Seguridad Social, apro-
bado por el Real Decreto Legislativo 1/1994, de 20
de junio.

En su virtud, a propuesta del Ministro de Trabajo y
Asuntos Sociales, de acuerdo con el Consejo de Estado
y previa deliberación del Consejo de Ministros en su
reunión del día 19 de septiembre de 2003,

D I S P O N G O :

Artículo único. Modificación del Real Decre-
to 996/1986, de 25 de abril, por el que se regula
la suscripción de convenio especial de los emigrantes
e hijos de emigrantes.

Se da nueva redacción al artículo 1 del Real Decre-
to 996/1986, de 25 de abril, por el que se regula la
suscripción de convenio especial de los emigrantes e
hijos de emigrantes, en los términos siguientes:

«Artículo 1.

Los emigrantes españoles y los hijos de éstos
que posean la nacionalidad española, con indepen-
dencia de que con anterioridad hayan estado o no
afiliados a la Seguridad Social española, e inde-
pendientemente del país en el que trabajen y de
que dicho país tenga o no suscrito con España
acuerdo o convenio en materia de Seguridad Social,
podrán ser incluidos en el campo de aplicación del
Régimen General de la Seguridad Social mediante
la suscripción del convenio especial regulado en
este real decreto, quedando comprendidos en el
sistema y asimilados a la situación de alta, con
el alcance que se determina en el artículo siguiente.

De igual beneficio gozarán los emigrantes espa-
ñoles y los hijos de éstos que posean la nacio-
nalidad española, sea cual fuese el país en el que
trabajen, en el momento de su retorno a territorio
español, siempre que no se hallen incluidos obli-
gatoriamente en algún régimen público de protec-
ción social en España.»


